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Exp.- 481/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 481/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: INSPECTOR AUTORIZADO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, DE NOMBRE **********; DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; Y, SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de febrero de dos mil veinte.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 481/2018/2, promovido por la C. **********, contra actos del C. Inspector Autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de nombre **********, Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; y, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cuatro de junio del dos mil diecinueve, la C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del C. Inspector Autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de nombre **********, Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; y, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, respecto de los actos consistentes en:

“Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019”

“La orden de pago dirigido a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic) suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********, de fecha 23 de abril de 2019”

“Recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el que se advierte la cantidad erogada por la suscrita por **********.”
2.- Mediante auto de cinco de junio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del plazo legal al efecto establecido en los artículos 238 y 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran lo que a su derecho conviniera.
3.- Por proveído de fecha veintisiete de junio del dos mil diecinueve, se tuvo al C. **********en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, al C. **********en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes, al C. **********, en su carácter de Inspector habilitado de la citada Secretaria, y por el Licenciado **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la citada Secretaria, por contestando la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por último se señalaron las once horas del siete de agosto del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
4.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos el secretario dio cuenta con un escrito del autorizado de la parte actora mediante el cual formuló los mismos, y certificó que por las autoridades demandadas no se formularon, y se citó para su resolución.

.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Respecto del interés jurídico de la parte actora, de los actos consistentes en:

l.-  El oficio de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes y dirigido a la Oficina Recaudadora Finanzas, en el cual se solicita se efectuara a la  C. **********el cobro de la infracción consistente en trescientas unidades de Medida y Actualización vigente, según acuerdo administrativo por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente en el Estado, ello de acuerdo a lo establecido  del acta elaborada por personal de inspección de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve; y, 

II.- El recibo de pago, realizado el pasado siete de junio del dos mil diecinueve ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas, según consta en el recibo con número de folio **********, a favor de la C. ********** y el cual obra a foja 21 del expediente en el que se actúa.

De dichos actos, se estima que la parte actora tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, sin embargo, esto es únicamente en cuanto hace a la infracción impuesta.
En efecto, no pasa desapercibido para este Juzgador el que la parte actora, señalara como diverso acto impugnado el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019, emitida por el Inspector Autorizado de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, a través de la cual ordenó el depósito y custodia de un vehículo de motor, así como la determinación de la imposición de una multa, por supuestas infracciones a la Ley del Transportes Público vigente en el Estado, la cual, obra agregada a fojas 18 y 19 de autos; al respecto, debe precisarse que el hoy accionante no acreditó contar con interés jurídico para controvertir lo relativo al acta de inspección anteriormente indicada, en virtud de que no presentó la concesión o permiso correspondiente mediante el cual se le autorice a realizar la prestación del servicio de transporte público en cualquiera de sus modalidades, requisito establecido en el artículo 231, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por consiguiente se actualiza parcialmente una causal de improcedencia y sobreseimiento del presente juicio en relación a ese acto, misma que se desarrollará en el Considerando Cuarto de este fallo, donde se analizara con detalle la consecuencia jurídica de que la actora no haya presentado esas documentales.

Ahora bien, respecto del C. **********, en su calidad de Encargado de Despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, acredito su personalidad con el nombramiento expedido a su favor, por el Secretario de Comunicaciones y Transportes, el cual obra a foja 55 del expediente en el que se actúa. 

Respecto al C. **********en su calidad de Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por la Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 57 del expediente en el que se actúa.
Por otra parte el C. **********justificó su personalidad con la credencial expedida a su favor por el Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, documental que obra a foja 72 del expediente en el que se actúa.

Por último, el C. ********** justificó su personalidad de Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 91 del expediente en el que se actúa.
A las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto consistente en la emisión y aplicación del acta de retiro vehículo no concesionario/no permisionario, con folio **********, de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve; la orden de pago signada por el Director General de Comunicaciones y Transportes misma que es dirigida a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve; así como el recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********. 
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a).- En primer término se tiene que la parte actora señala como acto impugnado en su demanda el siguiente.

“La orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********de fecha 23 de abril de 2019”

En ese sentido se considera que en la especie, se  actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa:

“Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

…”

Ahora bien, se dice lo anterior, debido a que  dicho acto no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad a que se refieren las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,                       que establece la competencia de este Órgano de legalidad, como enseguida se explica.

Primeramente es pertinente atender a lo dispuesto en el artículo 7 la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que establece la competencia de este Órgano de legalidad, que dice textualmente lo siguiente.

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación; 

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales; 

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. 

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; 

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y 

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”.

De las fracciones I y XI de la citada disposición, se desprende que las Salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; por lo que necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.
De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando  ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, incluyendo como una afectación susceptible de ser impugnada, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
En el presente asunto, es necesario señalar que el acto impugnado consistente en “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”, el cual se localiza a fojas 20 del presente expediente, no constituye una resolución, ni tampoco se trata de una contestación a una petición formulada, sino un acto de mero trámite entre autoridades, de ahí que no pueda considerarse un acto de molestia que incida en la esfera jurídica del accionante, pues no se encuentra dirigido a su persona, sino a una dependencia (Oficina Recaudadora de Finanzas), a quien el Director General de Comunicaciones y Transportes le solicita efectuar el cobro correspondiente a la parte actora, en los términos del citado oficio, por lo que se trata de una solicitud entre autoridades y por tanto no puede ser considerado como acto de molestia en la persona, familia, domicilio, papeles o posesiones del actor, en términos del numeral 16 de la Constitución Federal, habida cuenta que atendiendo al contenido del citado oficio, el mismo no es una resolución, ni tampoco se trata de una contestación a una petición formulada, sino un acto de mero trámite entre autoridades, por lo que con el oficio en cuestión no se causa perjuicio al accionante.
Es decir, que “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”, es meramente una orden de cobro que gira el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas, respecto de la infracción impuesta a la ahora actora ********** por infracción a la Ley de Transporte Público del Estado; además de que no reúne las características de resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas. En ese sentido la norma legal de referencia dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: 

…XX. “Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

En ese tenor, el acto que señala como impugnado el actor anteriormente referido, no constituye controversia de carácter administrativo derivada de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio del particular, la autoridad demandada, toda vez que si bien es cierto en el contenido de dicho oficio de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, se aprecia que se hace alusión al acta elaborada por personal de inspección de fecha diecisiete  de abril del dos mil diecinueve, también lo es que, no es en el contenido de dicho acto en el que aparece la resolución que ponga fin a dicho procedimiento, por lo que dicho oficio no produce efectos jurídicos definitivos, los cuales serían propios y exclusivos de la resolución que se emita con base en el resultado de la inspección realizada, y en la que se determine la sanción correspondiente y se haga del conocimiento del actor la decisión definitiva que ponga fin al asunto, situación está que no ocurre en la presente controversia, habida cuenta que el acto en controversia no se encuentra dirigido a la parte actora, por lo que no se trata de actos que importen la creación, transmisión, modificación o extinción de una situación jurídica concreta y que con la misma se cause un perjuicio al aquí demandante, razón por la cual no es de los que se consideran en las fracciones I y XI del numeral 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al no tratarse de acto o resolución definitiva, o que ponga fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio del particular, las autoridades demandadas, por lo que es dable concluir que resulta improcedente el juicio de nulidad que nos ocupa; además de que en la orden de cobro no se plasman circunstancias de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa que permita a esta Sala Unitaria analizar si la autoridad ajusto su actuar a la ley que rige la materia.

“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057 

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En resultado de lo anterior, y por virtud de actualizarse la causa de improcedencia a que se contrae la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en consecuencia legal procede decretar el sobreseimiento del acto consistente en “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”.
b).- En segundo término se debe de manifestar, que en el presente juicio, se actualiza parcialmente la improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dicta de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”
Lo anterior, es así, en virtud de que el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que solo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funden su pretensión, resultando que en los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, dicha disposición legal dicta de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”
Así mismo, se debe de hacer mención que ha sido criterio de los Tribunales Colegiados, que para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada.

En este sentido, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización,  permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.

Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 

En ese sentido, y toda vez que el conductor del vehículo, en el “ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO”, al darle el uso de la voz, manifiesto que pertenece a la plataforma UBER,  misma que obra a foja 18 y 19 del expediente en el que se actúa, y que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“QUE PERTENEZCO A LA PLATAFORMA UBER, POR LO CUAL PIDO EL APOYO DE LA MISMA PARA RECUPERAR EL VEHICULO”

Motivo por el cual, la parte actora contaba con la obligación, en el presente asunto, de acreditar que se encontraba en los supuestos establecidos en los artículos 71 bis y 71 quáter, de la Ley de Transportes del Estado, para la realización de una actividad reglada; en este caso, para prestar el servicio de transporte público, resultando conveniente realizar la transcripción de las disposiciones legales anteriormente citadas:
ARTÍCULO 71 BIS. Las Empresas de Redes de Transporte deberán contar con registro ante la Secretaría, cuya vigencia será anual; dicho registro estará sujeto a los requisitos siguientes: 
I. Exhibir acta constitutiva debidamente registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; 
II. Suscribir con el Poder Ejecutivo del Estado un convenio para la constitución de un fondo público económico, al que deberán aportar un 1.5% del monto efectivamente cobrado por cada viaje iniciado en el Estado de San Luis Potosí, por los prestadores del servicio a través de Empresas de Redes de Transporte que se encuentren debidamente registrados en la plataforma propiedad de la Empresa de Redes de Transporte, o promocionada por la misma, cuyos recursos se destinarán para el desarrollo de políticas públicas en materia de movilidad; 
III. Acreditar ser propietaria, subsidiaria o contar con derechos de explotación o acuerdos comerciales para la promoción respecto de la aplicación tecnológica que permita mediar el servicio correspondiente, y 
IV. Informar a la Secretaría los estándares de calidad y operación con que los conductores afectos prestarán sus servicios.

ARTÍCULO 71 QUÁTER. Las Empresas de Redes de Transporte deberán registrar anualmente ante la Secretaría, a sus prestadores de servicio, y propietarios de vehículos como personas físicas, pudiendo realizar dicho trámite a través de los portales o medios electrónicos que se pongan a su disposición, exhibiendo los documentos siguientes: 
I. Identificación oficial; 
II. Comprobante de domicilio; 
III. Registro Federal de Contribuyentes, y 
IV. Documento que acredite la propiedad o legal posesión del vehículo por virtud del cual prestarán el servicio. 
Los prestadores de servicio de transporte de pasajeros a través de Redes de Transporte, deberán acreditar ante éstas, cursos de capacitación, exámenes toxicológicos, psicométricos y de salud.

Es decir, de lo anteriormente transcrito podemos desprender, en qué consistía la obligación de la parte actora para tener el derecho, de prestar el servicio de transporte público, mismas que se pueden considerar en las siguientes:
· Debió de haber acreditado que la empresas de Redes de Transporte, a la cual dijo pertenecer, en este caso la denominada **********, contaba ante la Secretaria de Comunicaciones y Transportes con el registro correspondiente;

·  Que el C. **********, se encontraba registrado ante dicha empresa de Redes de Transporte, como prestador de sus servicios; y que dicho registro fuera el vigente al año correspondiente de la inspección;

Ahora bien, de acuerdo hasta lo aquí expresado,  y toda vez que la parte actora no acredito que se encontraba en la hipótesis prevista en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, consistente que podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funden su pretensión, se procede a dictar el sobreseimiento del siguiente acto impugnado, ello de conformidad con lo previsto por el artículo 228, fracción II, del Código anteriormente citado del acto impugnado, consistente en:

“Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019”

En ese sentido, se tiene que de las constancias que obran dentro del presente expediente, se desprende que la parte actora señala como acto impugnado el recibo de pago emitido por la Dirección General de Ingresos, con número de folio **********documental que obra a foja 21 del expediente en el que se actúa, en el cual se demuestra el pago de la multa impuesta a la parte actora en el acta de comparecencia de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, mediante la cual le imponen una sanción por carecer de la concesión o permiso vigente; por lo que es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad; no habría impedimento legal para que esta Sala analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta; ello, en el entendido que lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la imposición de dicha sanción y no aquellos elementos ajenos o distintos a ella.
Por lo que para una mejor explicación de ello, en este momento se digitaliza la imagen en donde le imponen la sanción,  mismo que obra a foja 79 del expediente en el que se actúa.

DIGITALIZACIÓN
La constancia, anteriormente digitalizada fue acompañada por la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, y  de la cual se ordenó por auto de fecha veintisiete de junio de dos mil diecinueve, correrle traslado a la parte actora; sin que dicha parte, hubiera realizado manifestación alguna en contra de la misma, ni mucho menos amplio su demanda; motivo por el cual es de considerase que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja de la 05 a la 16 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término se debe de hacer mención, que tal y como se ha manifestado en el considerando CUARTO de la presente resolución, la parte actora no acompañó a juicio la concesión o permiso otorgado para la prestación del servicio público expedida a su favor por parte de autoridad Estatal competente, prevista en los artículos 71 bis y 71 quáter, de la Ley de Transportes del Estado; aunado a la afirmación realizada por el conductor del vehículo en el “acta de retiro de vehículo no concesionario/ no permisionario”, al manifestar, que pertenecía a la plataforma UBER, por lo cual pidió el apoyo de la misma para la recuperación del vehículo, confesional expresa que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado. 
Por lo que en ese sentido únicamente se procede a pronunciarse de la ilegalidad o legalidad del acta de comparecencia de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, misma que ha sido digitalizada con anterioridad.

Ahora bien, y para un mayor entendimiento de la presente resolución, se proceden analizar los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en los que medularmente manifiesta lo siguiente:

1.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN DE LA PARTE ACTORA

I.- Que el acto de autoridad vulnera en su perjuicio los artículos 1, 14, 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los diversos artículos 8 numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en atención al principio de presunción de inocencia en materia administrativa, ello al no atenderse al artículo 132 y 133 de la ley de Transporte Publico para el Estado de San Luis Potosí.

Que tiene el derecho de acuerdo a los artículos anteriormente transcritos a que exista un procedimiento que cumpla con la debida motivación y fundamentación.

Que el artículo 133 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, establece el procedimiento para la aplicación de sanciones, y en el cual señala que el mismo debe de iniciarse con una queja, y finalizar con una resolución, es decir, que existe un mecanismo procedimental para imponer sanciones por supuestas infracciones a dicha ley.
Que en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, se vulnera su principio de presunción de inocencia, ya que notoriamente se advierte que el inspector inicia el mismo en una sospecha, situación que es ilegal, ya que  de atenderse a lo dispuesto por el artículo anteriormente citado, es decir, que primero debió de haber existido una queja, y con ello iniciar una investigación, lo cual en ningún momento ocurrió.

Que el acta con número de folio **********, vulnera el principio de presunción de inocencia, al no cumplir con lo establecido en el artículo multireferido.

II.- En el segundo concepto de impugnación, manifiesta que el artículo 132 de la Ley de Transporte para el Estado, establece de forma general que las personas que presten servicio de transporte en cualquier modalidad, se le impondrá una multa de trescientos a quinientos salarios mínimos, en el entendido de que, para fincar dicha sanción, se debe apegar al contenido del artículo 133 de dicha ley.

Que el artículo 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público, establece que para imponer sanciones, la misma será aplicada previo procedimiento, y a través de una resolución debidamente fundada y motivada; insistiendo que dicho procedimiento es el establecido por el artículo 133 de la ley referida.

Que en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, el supuesto inspector manifiesta que procede a realizar el acto de autoridad basándose en una sospecha, y que en base a lo dispuesto por el artículo anteriormente citado, dicho inspector, no puede actuar por simples sospechas; sino más bien, debe apegarse a la queja y procedimiento que establece el artículo 133 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, y 132 del Reglamento de la ley de Transporte.

Que niega lisa y llanamente conocer la resolución que menciona el artículo 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, ello en virtud de que solamente se le informo sobre la cantidad que habría que erogar por la supuesta sanción 

Que de la interpretación integral de los artículos 133 de la ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 132 del Reglamento de la Ley de Transporte, se desprende el procedimiento a seguir, el cual consiste en que debe mediar una queja, y la correspondiente investigación para la aplicación de sanciones, siempre tomando en consideración de que se hace valer el derecho de audiencia de los implicados, que quienes deben comparecer a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a fin de que se hagan del conocimiento las causas que dieron origen a su comparecencia, y se manifieste lo que a su derecho conviniera, que existe la oportunidad de producir contestación a la queja que da origen al procedimiento de mérito, la cual puede ser verbal o por escrito, así como la oportunidad de ofrecer pruebas; y que exista una audiencia en la que se podrá ofrecer las pruebas que avalen la defensa del investigado, las cuales deberán desahogarse para proceder a un estudio minucioso de la queja, de su contestación y de las pruebas; para finalmente obtener una resolución que determine la situación de los que intervienen, que dicho procedimiento nunca fue realizado, por lo que niega lisa y llanamente conocer la resolución del procedimiento referido.

Que la orden de pago  dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, de fecha veintitrés de abril de dos mil diecinueve, y el recibo de pago, son ilegales, en razón de que no se advierte que existe una resolución fundada y motivada para que a la suscrita se le haya cobrado esa cantidad de dinero, lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre jurídica.

Que en el oficio anteriormente referido, también se desprende que la sanción es impuesta en virtud de un acta elaborada por personal de inspección de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve, y que en dicha acta no se respetaron lo establecido en el artículo 133 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, en relación al artículo 132 del Reglamento de dicha Ley, ya que dicha sanción debe imponerse previo a un procedimiento y en base a la resolución fundada y motivada que se emita.

III.- Que el acto de autoridad vulnera en su perjuicio los artículos 1, 14, 16 de la Constitución Política de lo Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos  164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que el supuesto inspector, no señalo los artículos que lo facultan con el cargo que se ostentó para levantar el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con circunstancias de modo tiempo y lugar.
Que el inspector fue omiso en invocar los preceptos normativos que le otorgan competencia material, territorial e incluso de grado, ello para poder emitir el acta de retiro de vehículo referida, por lo que no hay certeza, ni seguridad de que contaba con facultades de realizar dicho acto.

IV.- Que nadie puede ser molestado en su persona, posesiones o documentos, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Que en el presente asunto nos encontramos en una presencia de una indebida fundamentación y motivación, o en su caso, de una falta de fundamentación y motivación del acto.

Que lo anterior es así, ya que el Inspector al levantar el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, en ningún momento establece de forma integral la fundamentación en la que basa su actuación, es decir, que para que el acto fuese legal, debió expresarse integralmente la competencia en cuanto a grado, materia, cuantía territorio, así como los artículos en donde se advierta el procedimiento a realizar.

Que el Inspector que levantó el acta impugnada, en ningún momento realizó el procedimiento como lo marca el numeral 133 de la ley de Transporte Público, y tampoco transcribe dicho numeral, lo que debe considerarse para que sea declarada ilegal. 

V.- Que el acto de autoridad vulnera en su perjuicio su derechos al emitir un acto administrativo ilegal, ya que el escrito dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, por parte del Director General de Comunicaciones y Transportes, de fecha veintitrés de abril de dos mil diecinueve, se encuentra indebidamente fundado y motivado, ya que de su lectura integral se advierte que el mismo se encuentra fundado en el artículo 132 de la Ley de Transporte del Estado, que menciona que la multa es en salarios mínimos vigente en la zona; y que dicho artículo, se debe a una aplicación de una ley reformada, por lo que se encuentra indebidamente fundado, pues aduce que se debe cobrar la sanción en salarios mínimos, lo que no se apega a la realizad, y en todo caso debió fundar su actuación en decretos, reformas o adiciones, y en todo instante debió ser especifica al momento de citar los preceptos legales que le hayan servido como fundamento,.

2.- ANALISIS DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN

Ahora bien, se debe de hacer mención, que para una mayor comprensión de la presente resolución, se procede al estudio de los conceptos de impugnación, en un orden diverso al que fueron planteados.

a).- En primer término se procede a pronunciarse respecto de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, mismos que fueron identificados con los números primero, tercero y cuarto; los cuales se encuentran encaminados a controvertir la fundamentación y motivación de los actos previos al acta de comparecencia de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, los cuales resultan ser inoperantes por inatendibles, ello es así en razón de las siguientes consideraciones.

Tal y como quedo manifestado en el inciso b) del considerando cuarto de la presente resolución, en la especie se actualizó la causal de improcedencia respecto del “ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO”, ello en virtud de actualizarse la causal de sobreseimiento previsto por el artículo 228, Fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al quedar acreditado que dichos actos no afectan los intereses jurídicos de la parte actora, al no haber acreditado contar con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para poder prestar el servicio de transporte público, ello de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 71 bis y 71 quáter, de la Ley de Transportes del Estado, al tratarse de una actividad reglada.

Por lo tanto, al haberse actualizado la causal de improcedencia prevista en la fracción II, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria se encuentra imposibilitada para entrar al estudio de dichos conceptos de impugnación, resultando aplicable el siguiente criterio jurisprudencial:
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SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.

No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

b).- De igual manera, se procede a calificar como inoperante por inatendible, el concepto de impugnación identificado como quinto, ya que el mismo es hecho valer en contra  de “La orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********, de fecha 23 de abril de 2019”, acto del cual se decretó su sobreseimiento en el inciso a) del considerando Cuarto de la presente resolución, en virtud de considerarse que se actualizaba la causal de de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultando aplicable el criterio jurisprudencial “SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO”, el cual fue transcrito con anterioridad.
c).-  Por último, y en cuanto a lo manifestado en el segundo concepto de impugnación, en el cual los puntos atacados se hacen consistir en:

I.- Que el artículo 132 de la Ley de Transporte para el Estado, establece de forma general que las personas que presten servicio de transporte en cualquier modalidad, se le impondrá una multa de trescientos a quinientos salarios mínimos, en el entendido de que, para fincar dicha sanción, se debe apegar al contenido del artículo 133 de dicha ley.

II.- Que el artículo 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público, establece que para imponer sanciones, la misma será aplicada previo procedimiento, y a través de una resolución debidamente fundada y motivada; insistiendo que dicho procedimiento es el establecido por el artículo 133 de la ley referida.

III.- Que en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, el supuesto inspector manifiesta que procede a realizar el acto de autoridad basándose en una sospecha, y que en base a lo dispuesto por el artículo anteriormente citado, dicho inspector, no puede actuar por simples sospechas; sino más bien, debe apegarse a la queja y procedimiento que establece el artículo 133 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, y 132 del Reglamento de la ley de Transporte.

IV.- Que niega lisa y llanamente conocer la resolución que menciona el artículo 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, ello en virtud de que solamente se le informo sobre la cantidad que habría que erogar por la supuesta sanción 

Dicho concepto de impugnación resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término debemos de establecer  las disposiciones legales de la Ley de Transporte Público del Estado, que tienen relación con este asunto, las cuales, son las siguientes:

“ARTICULO 17. El titular de la Secretaria, además de las que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, tendrá las siguientes atribuciones:

…
IV. Ordenar los procedimientos de inspección y vigilancia del servicio del transporte público, en los términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables;

…”

TITULO DECIMO SEGUNDO 

DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Capítulo Único 

“ARTÍCULO 107. En caso de las acciones u omisiones de los concesionarios, permisionarios, operadores del servicio público del transporte, y personas que prestan el servicio de transporte público sin la debida autorización expedida por el Poder Ejecutivo del Estado, que pongan en riesgo la seguridad de las personas o el interés público, la Secretaría dictará las medidas de seguridad de inmediata ejecución, mismas que se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, correspondan. 

Las medidas de seguridad de inmediata ejecución serán aplicadas de igual forma, al particular que sea sorprendido prestando u ofreciendo servicio de transporte público, sin concesión expedida por el Ejecutivo del Estado.” 

“ARTICULO 108. Son consideradas como medidas de seguridad las siguientes acciones: 

l. La retención de la licencia a los operadores; 

II. El retiro de los vehículos de la circulación; 

III. El aseguramiento de vehículos, instalaciones y/o servicios auxiliares, y

IV. La requisa.” 

“ARTICULO 109. Son causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la Secretaría, las siguientes: 

I. Ofrecer o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso; 

…” 
“ARTICULO 127. Las sanciones administrativas aplicables por la violación a los preceptos de esta Ley, su Reglamento, o a los términos de la concesión o permiso otorgados y a las demás disposiciones aplicables, son las siguientes: 

I. Amonestación; 

II. Multa; 

IIl. Suspensión, y 

IV. Revocación. 

Las sanciones administrativas se impondrán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal en que se pudiera haber incurrido por la comisión de un ilícito.”
“ARTICULO 128. Al imponer una sanción la Secretaria fundará y motivará la resolución, tornando en cuenta: 

I. Los daños que se hayan producido o puedan producirse;

II. La gravedad de la infracción; 

IIl. La reincidencia del infractor; 

IV. Las faltas a la autoridad en los términos de la legislación aplicable, y 

V. La condición socioeconómica del infractor. 

En el caso de los operadores del servicio de transporte público, se ordenará además la reevaluación de sus aptitudes físicas y psicológicas, así como la capacitación específica para el acto u omisión de que se trate.”
“ARTÍCULO 132. Se hará acreedor a multa de trescientas a quinientas unidades de medida y actualización vigente, quien ofrezca o preste el servicio de transporte público de cualquier modalidad, y carezca de concesión o permiso otorgados por el Ejecutivo del Estado. Asimismo, la Secretaría estará facultada para retirar de la circulación y remitir a la pensión que determine, los vehículos que sean utilizados para ese fin.

“ARTÍCULO 133. Los concesionarios, permisionarios, operadores del servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, así como las personas físicas o morales que prestan el servicio de transporte público sin la debida autorización del titular del Ejecutivo del Estado, o del titular de la Secretaría, según corresponda, serán acreedores a las sanciones a que se refiere este Ordenamiento, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

l. Si como resultado de la investigación de una queja existen elementos suficientes, a juicio de la Secretaría, que deriven en responsabilidad del titular de la concesión o permiso y/o del operador, con independencia de la aplicación de las medidas de seguridad que procedan, él o los presuntos implicados deberán comparecer ante la Secretaría en audiencia pública, atendiendo al citatorio correspondiente o, en su caso, comparecer de inmediato en continuación a las labores de inspección, a fin de que se hagan de su conocimiento las causas que dieron origen a su comparecencia, y manifieste lo que a su derecho convenga. 

La contestación a la queja que da origen al procedimiento de mérito y el ofrecimiento de las pruebas, será de forma verbal o por escrito; al hacerlo de forma verbal se levantará un acta; en la misma audiencia se podrán ofrecer las pruebas que avalen su defensa, a menos de que por causas de tiempo se difiera ésta para fecha posterior, que en ningún caso podrá ser más de cinco días hábiles después de la primera, y 

II. Concluida la fase de desahogo de pruebas se procederá al análisis minucioso de la queja, de su contestación y de las pruebas. 

La Secretaria en un término no mayor de quince días hábiles, notificará la resolución a las partes de forma personalísima. 

En caso de que se haya retirado de la circulación el vehículo destinado al servicio, se procederá a su devolución, previo cumplimiento de la sanción impuesta. 

En los casos no dispuestos por la presente Ley, se aplicará de manera supletoria la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.”

De los artículos anteriormente transcritos se desprende lo siguiente:

· Que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes pueden imponer medidas de seguridad y sanciones;

· Que las medidas de seguridad de inmediata ejecución, se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que le correspondan;

· Que entre las medidas de seguridad, se encuentra, la retención de la licencia a los operadores; el retiro de los vehículos de la circulación; el aseguramiento de vehículos, instalaciones y/o servicios auxiliares;

· Que son causas del retiro de vehículos, de la circulación, el ofrecer  o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso;

· Que entre las sanciones administrativas aplicables por la violación a la ley, se encuentra la amonestación, multa, suspensión, y revocación;

· Que se hará acreedor a una multa de trescientas a quinientas unidades de medida y actualización vigente, quien ofrezca o preste el servicio de transporte público de cualquier modalidad y carezca de concesión o permiso;

En ese orden de ideas, se tiene que la autoridad demandada se encuentra facultada para imponer medidas de seguridad y sanciones, y en el caso que nos ocupa en el acto impugnado, de fecha veintitrés, el Director de Comunicaciones y Transportes le está imponiendo una multa, 
De lo anteriormente expuesto, resulta claro, que la autoridad demandada, le está imponiendo a la parte actora una multa; y  según lo previsto por el artículo 127 de la  Ley de Transporte Público del Estado, dicha medida se hace constar en una sanción administrativa, tal y como ha quedado asentado con anterioridad.

Ahora bien, y toda vez que ha quedado precisado que la multa impuesta por la autoridad demandada, se hace consistir en una sanción administrativa, se debe de precisar, que el procedimiento de sanción que establece el artículo 133 de la  Ley de Transporte Público del Estado, hace referencia al procedimiento sancionatorio derivado de una queja; situación que en este caso, no aconteció, ya que como se puede apreciar del “ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO”, el inspector que la realizó, en ningún momento establece que dicha inspección se efectúa en atención por una queja que se haya realizado, motivo por el cual, esta Sala Unitaria, determina que en el presente asunto la disposición legal invocada por la parte actora, que dice le fue afectada, no le causa perjuicio alguno, al no estar la autoridad demandada obligada a aplicarla en su procedimiento.
En ese orden de ideas, se debe de precisar que el procedimiento que le fue realizado a la parte actora, se encuentra establecido en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, mismos que en seguida se transcriben:

ARTICULO 122. La Secretaría ejecutará las medidas de seguridad habilitando al personal necesario para ello, se notificarán las mismas al responsable que corresponda si se encontrare en el lugar donde aquella se ejecute. Si no se encontrare se llevara adelante la medida, entendiéndose la diligencia con la persona que se encuentre, sin perjuicio de notificarle al responsable en su domicilio.

Con la notificación se le entregara copia autorizada de la orden que contenga la medida previniéndole del empleo de la fuerza pública y de las sanciones que señala la ley para el caso de desobediencia, todo lo cual se deberá de asentar en el acta circunstanciada que al efecto se levante.

El personal de la Secretaria debidamente habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que medie orden, sólo en caso de flagrancia, en cuyo caso deberá asentar detalladamente en el acta de la diligencia los pormenores de los hechos constitutivos de infracción a las disposiciones legales o reglamentarias y poner el objeto asegurado a disposición inmediata de la autoridad competente para la instauración de los procedimientos administrativos procedentes.

ARTICULO 132. Cuando la Secretaría conozca de un acto u omisión que implique una infracción de las señaladas en la Ley impondrá al infractor la sanción o sanciones que correspondan previo procedimiento y a través de una resolución debidamente fundada y motivada.

 De los artículos anteriormente mencionados, se desprende lo siguiente:

· Que el personal de la Secretaria habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que medie orden, solo en el caso de flagrancia, poniendo el objeto a disposición inmediata para la instauración de los procedimientos administrativos procedentes;

· Que la Secretaria impondrá la sanción o sanciones que correspondan previo procedimiento y a través de una resolución debidamente fundada y motivada.

De lo anteriormente explicado, se puede llegar a la conclusión que en el caso que nos ocupa el inspector de la Secretaria realizó el “ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO”, sin que hubiera existido una queja, sino que en ese momento el inspector actúo en un caso de flagrancia, por lo que para imponerle sanción no le aplicaba lo dispuesto en el multicitado artículo 133 de la ley de Transporte Público del Estado, ya que el mismo es cuando existe una queja previa.
Por último, se debe de hacer mención, que no pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, que en el Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019, misma que fue acompañada por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y que pretendió señalarla como acto impugnado, la cual obra a foja 18 y 19 del expediente el que se actúa, se desprende en su parte final, que la autoridad demandada le hace saber al conductor del vehículo que debería de acudir a las instalaciones de la Secretaria,  para realizar el trámite administrativo respectivo a la devolución del vehículo previo pago de la multa correspondiente; así mismo le señala que contaba con quince días hábiles siguiente al que surtiera efectos dicha acta para que  presentara el Recurso de Revisión en contra de dicho acto, o en su defecto el juicio de nulidad ante este Tribunal, resultando pertinente realizar la digitalización de dicha acta en la parte que nos interesa:

DIGITALIZACIÓN
Aunado a lo anterior, se debe de agregar, que es la propia parte actora, la que comparece ante la autoridad demandada, con fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve -misma que se hizo consistir en el acto impugnado dentro del presente juicio-, documental que obra a foja 79 del expediente en el que se actúa, y que de su contenido se desprende que se le otorga el derecho de audiencia,  manifestando que solicita la liberación de su vehículo, así como aceptando la multa que procediera; resultando pertinente realizar la digitalización en la parte que nos interesa:

DIGITALIZACIÓN
Motivo por el cual, es de considerarse infundado el concepto de impugnación, hecho valer por la parte actora, en virtud de que pretende que la autoridad demandada le hubiera aplicado un procedimiento que en su caso no le correspondía, ya que como se ha sostenido con anterioridad, en el presente asunto no hubo queja que iniciara la inspección, sino una flagrancia; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo, se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en el acta de comparecencia de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, y por lo tanto, del recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del juicio respecto al “Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019”, así como de “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********, de fecha 23 de abril de 2019”, ello de acuerdo con los fundamentos y motivos expuestos en el considerando Cuarto, de la presente resolución.
TERCERO.- Se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en el acta de comparecencia de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, y por lo tanto, del recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********ello de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
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